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LA CORRUPCIÓN académica vinculada a los 
políticos ha devenido factor determinante de la 
política española, tanto o más que la corrupción 
económica, al provocar dimisiones fulminantes 
de ministros o presidencias de comunidades au-
tónomas (Cifuentes, Montón), y cuestionamien-
tos de los principales líderes (Casado, Sánchez) 
de los partidos que se han venido turnando en 
el Gobierno desde la Transición. Lo que refleja 
una vez más la falta de ética de una parte nada 
desdeñable de una clase política en proceso de 
cambio a consecuencia de una mayor exigen-
cia de coherencia, entre el discurso y la prácti-

ca, por parte de la 
sociedad y los me-
dios. 

Hasta el presen-
te, ningún partido le 
ha dedicado al tema 
de la corrupción 
académica-política 
la atención que se 

merece al afectar de forma tan notoria a la re-
generación de la democracia española. La plu-
raridad y la competencia entre los partidos, y 
una sociedad civil que roza el hartazgo, harán 
el resto. Sabemos de lo que hablamos. En di-
ciembre de 2016, denunciamos como profeso-
res e investigadores afectados por los plagios de 
Fernando Suárez, rector en aquel momento de 
la Universidad Rey Juan Carlos, por medio de 
un manifiesto (apoyado por más de 400 colegas 
de 100 universidades españolas y extranjeras). 
Denuncia pendiente de las sentencias de los jui-
cios en curso por robo de propiedad intelectual 
en el Juzgado de lo Mercantil y el Juzgado de 
Instrucción nº 35 de Madrid, sobre el plagio de 
un libro de Miguel Ángel Aparicio de la Univer-
sidad de Barcelona y, a iniciativa de la Fiscalía 

de la Audiencia Provincial de Madrid, sobre los 
plagios masivos del todavía catedrático Suárez 
Bilbao de artículos y libros de 30 profesores uni-
versitarios e investigadores españoles y extran-
jeros. Sentencias que deberían suponer un vuel-
co que deje atrás la complaciencia actual de la 
universidad, la política y la legislación sobre los 
plagios de profesores y políticos que, junto la 
corrupción de los másteres, han generado una 
verdadera alarma social. Cualquier alumno, jo-
ven investigador o padre de familia sabe el es-
fuerzo de años, sudor y dinero que supone es-
tudiar, investigar y publicar trabajos académi-
cos y tesis doctorales u obtener títulos de 
posgrado.  No se está haciendo nada efectivo 
para poner remedio. 

Los afectados por los plagios de la URJC, en 
el origen de la crisis político-academica actual, 
tuvimos en su momento un apoyo unánime 
aunque fugaz de la opinión pública, no así de 
las instituciones académicas y políticas. Sufri-
mos, y con nosotros la universidad pública, la 
dejadez tanto de la Conferencia de Rectores 
(con la excepción de los de Barcelona, Alican-
te, Santiago y Burgos), que decidió la no inter-
vención. Tampoco el anterior Ministerio de 
Educación y la Aneca quisieron actuar, si bien 
en la respuesta a una pregunta parlamentaria 
de la diputada gallega Yolanda Díez Pérez acep-
taron vagamente –en el caso de haber senten-
cia a nuestro favor– revisar los sexenios, la tesis 
doctoral y la habilitación a cátedra del ex rector 
de la URJC. Habíamos demandado, sin éxito, 
que procediesen de oficio. De momento, la nue-
va ministra de Educación no ha dicho ni mu, 
pese a la responsabilidad directa del Ministerio 
en la evaluación de la investigación y la calidad 
de nuestras universidades.  

La acción política falla justamente ahora, 
cuando son políticos los que se aprovechan de 
la falta de control del sistema universitario pa-
ra inflar sus currículos, conseguir títulos frau-
dulentamente y copiar publicaciones. Llevando 
hasta un extremo caricatureso la titulitis y la cu-
rriculitis –a lo que la universidad no es ajena– 
que valora la cantidad por encima de la calidad, 
donde todo vale para aparentar lo que no que 
se es. De aquellos barros del irresoluto caso de 
Fernando Suárez Bilbao, estos lodos. Necesita-
mos con urgencia medidas de fondo, a tomar 
por las universidades, las instituciones políticas 
y en ultima estancia los jueces, que sirvan para 
prevenir y/o resolver por medio de sanciones el 
problema de los plagios y los títulos académicos 
ilegalmente concedidos a políticos en activo.  

La Conferencia de Rectores ha de cumplir su 
función rectora del sistema universitario espa-
ñol, elaborando una normativa de referencia 
que funcione para las universidades a fin de evi-
tar y sancionar el plagio entre profesores e in-
vestigadores, así como el funcionamiento anó-
malo de másteres que hacen excepciones con 
alumnos de determinado estatus político o de 

otro tipo. El máximo órgano universitario debe-
ría también intervenir cuando una universidad 
no quiera o no pueda enfrentar el problema 
(fue el caso de la URJC, hoy desmadrado), de 
manera que no sea necesario acudir a instan-
cias externas de tipo político o judicial para dar 
solución a cuestiones de disciplina académica 
que afectan negativamente al conjunto de la 
universidad española. No se puede pretender 
que se persiga el plagio de los estudiantes nor-
males y no se haga lo mismo con los profesores 
y los alumnos VIP. 

EL MINISTERIO de Educación, Cultura y De-
porte –a través de la Aneca, como órgano res-
ponsable y organizador de la gestión, la docen-
cia y la evaluación de las universidades y del 
profesorado univer-
sitario– tiene la obli-
gación de adoptar 
disposiciones cuan-
do las universida-
das afectadas por 
malas prácticas gra-
ves no quieran o no 
puedan resolverlas 
por sí mismas. Es la circunstancia crítica de la 
URJC, paradigma de funcionamiento corrupto 
en el sistema universitario español, que exige 
ya una alta inspección del Ministerio junto con 
una refundación a través de un nuevo equipo 
de gobierno que haya estado al margen de más-
teres, plagios y demás corruptelas.  

Si fallan, como está sucediendo, las universi-
dades y el Gobierno, que son ambos parte del 
problema, hay que facilitar que los tribunales de 
Justicia puedan hacer correctamente su traba-
jo. El Congreso de Diputados tendría que revi-
sar ya el delito de plagio en el Código Penal, de 
modo que, junto con el plagio económico, com-
prendiera el plagio académico. Actualmente, en 
España solamente se penaliza el plagio cuando 
existe «ánimo de lucro», no así la usurpación de 
la autoría de investigaciones y publicaciones 
con el propósito de disfrutar ilegamente títulos 
y otros beneficios académicos. El plagio acadé-
mico entre profesores y investigadores ha ido 
creciendo en España, en suma, porque ni la uni-
versidad ni la ley lo vigilan, y menos aún prohí-
ben y castigan. 

Por último, los partidos políticos que también 
son parte del problema, ¿no deberían exigir 
también la dimisión a sus dirigentes y cargos 
públicos que estén investigados por corrupción 
académica severa, activa o pasivamente? 

Urge restituir el honor y la autonomía de la 
universidad, cuya imagen es esencial para ter-
minar de limpiar al mismo tiempo la democra-
cia española, que tanto nos costó conquistar, de 
fechorías, privilegios y otros vicios malos.  

Carlos Barros es director fundador de la Red 
Académica Internacional Historia a Debate.

«La URJC, paradigma de 
funcionamiento corrupto, 

exige una alta inspección del 
Ministerio de Educación»

A FONDO i POLÍTICA El autor sostiene que
ningún partido le ha dedicado al tema de la 
corrupción académica-política la atención que 
se merece al afectar de forma tan notoria a la 
regeneración de la democracia española.
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«Necesitamos con urgencia 
medidas de fondo que 
sirvan para prevenir el 

problema de los plagios»


